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Exp. 191/2021-2 


	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

SEGUNDA SALA UNITARIA

	EXPEDIENTE: 191/2021/2

	SENTENCIA DEFINITIVA

	ACTORA: ******* ********* ********.

	AUTORIDAD DEMANDADA: MUNICIPIO DE SAN LUIS POTOSÍ; TESORERÍA DEL CITADO MUNICIPIO Y POLICÍA VIAL DEL MUNICIPIO DE SAN LUIS POTOSÍ, QUIEN APLICO LA BOLETA DE INFRACCIÓN CON FOLIO B 480727.

	MAGISTRADA: MARIA OLVIDO RODRÍGUEZ VÁZQUEZ.

	


San Luis Potosí, S. L. P., a cuatro de febrero de dos mil veintidós. 

V I S T O S,  para resolver en definitiva, los autos del Juicio Contencioso Administrativo 191/2021/2; y
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito presentado en la oficialía de partes de este Tribunal, el veintinueve de marzo de dos mil veintiuno, el C. *********** *********** ********, en representación legal de la Sociedad Civil denominada *********** ***********, acudió a este Tribunal a promover juicio contencioso administrativo, señalando como autoridades demandadas en su carácter de emisoras al Ayuntamiento de San Luis Potosí y a la Tesorería del Ayuntamiento de San Luis Potosí y como acto impugnado el siguiente: “PRIMERO.- La nulidad del pago hecho por mi representada, la moral denominada *********** ***********, contenida en el recibo de entero AB 156750 (sic)…”.
II.- Por auto de cinco de abril de dos mil veintiuno, se dio cuenta con el escrito de demanda y se requirió a la parte accionante para que dentro del plazo de cinco días hábiles contados a partir del día siguiente al que surtiera efectos la notificación del auto de mérito, aclarara y precisara si tenía conocimiento de las supuestas infracciones de las que derivaban los conceptos de pago demandado y exhibiera dichos actos, así como para que manifestara si era su intención impugnarlos e indicara el nombre de las autoridades emisoras o bien manifestara el impedimento legal para hacerlo.
III.- Por escrito depositado en el buzón de promociones de término de este Tribunal el veintitrés de abril de dos mil veintiuno, el administrador único de la parte actora compareció a desahogar el requerimiento efectuado en el acuerdo de cinco de abril de dos mil veintiuno, manifestando desconocer la existencia de las infracciones y por ende también desconoció la intervención de alguna otra autoridad distinta a las señaladas en su demanda.

IV.- Por acuerdo de veintisiete de mayo de dos mil veintiuno, en atención al escrito señalado en el resultando que antecede se dejó sin efectos el apercibimiento decretado y se tuvieron por realizadas las manifestaciones de la actora, en consecuencia se admitió a trámite la demanda y se ordenó correr traslado con copia simple de la misma y de sus anexos, a las autoridades demandadas, emplazándolas para que dentro del término de diez días hábiles a que se refiere el artículo 240 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, contestaran lo que a su derecho conviniera, asimismo se corrió traslado con la demanda al superior jerárquico para efectos del cumplimiento a lo establecido en artículo 234 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
V.- Mediante acuerdo de treinta de junio de dos mil veintiuno, se certificó el plazo con que contaba el Ayuntamiento de San Luis Potosí, para dar contestación a la demanda y en virtud de no haberlo realizado dentro de dicho plazo se declaró precluido su derecho para tal efecto, asimismo se dio cuenta con el oficio presentado por el Titular de la Tesorería Municipal de San Luis Potosí, teniéndose por contestada la demanda por dicha autoridad; asimismo se proveyó sobre la admisión de las pruebas ofrecidas por las partes, y en virtud de que con la contestación de demanda se exhibió la boleta de infracción con folio B480727, de la cual derivan los conceptos de cobro que se reflejan en el recibo de entero controvertido por la actora, se otorgó el plazo legal a la actora para ampliar su demanda y se reservó para el momento procesal oportuno la fijación de la audiencia final en el presente juicio.
VI.- Mediante escrito depositado en el buzón de promociones de término de este Tribunal el trece de agosto de dos mil veintiuno, la parte actora formuló su ampliación a la demanda, por lo que a través del acuerdo de veinticuatro de agosto siguiente, se admitió a trámite la ampliación a la demanda teniéndose como acto impugnado la boleta de infracción con folio B480727, y como demandadas al Policía vial que emitió dicha boleta y al Director de la Policía Vial del Municipio de San Luis Potosí, corriéndose traslado a las mismas para que contestaran lo que a su derecho conviniera.
 VII.- Por acuerdo de veintiséis de noviembre de dos mil veintiuno, se dio cuenta con los oficios presentados ante este Tribunal por la Síndico Municipal del Ayuntamiento de San Luis Potosí; el Titular de la Dirección de Policía Vial de la Dirección de Seguridad Pública del Municipio de San Luis Potosí; y el Policía que emitió la boleta de infracción impugnada, mediante los cuales formularon su respuesta a la ampliación de demanda, teniéndose por contestada dicha ampliación por las autoridades antes señaladas, y se ordenó correr traslado con copia de los oficios a la actora para los efectos legales conducentes, se tuvieron por admitidas las pruebas ofrecidas por las partes y con fundamento en el artículo 245 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se señalaron las diez horas del siete de enero de dos mil veintidós, para que tuviera verificativo la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código en cita.
IV.- En la fecha y hora indicadas en el resultando que antecede, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio, sin la asistencia de las partes. Acto continuo el Secretario de Acuerdos dio hizo la relación de las constancias de autos, señalando las pruebas ofrecidas. En periodo de pruebas, tuvo por desahogadas las pruebas documentales, ofrecidas por las partes dada su propia y especial naturaleza; en período de alegatos, se dio cuenta con el oficio presentado ante este Tribunal el nueve de diciembre de dos mil veintiuno, por quien se ostentó como Subdirector Jurídico de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal, declarándose improcedente tener por formulados sus alegatos, en virtud de que no acreditó la personalidad con que se ostentaba ni se encontraba autorizado como delegado en el juicio, en ese orden el Secretario certificó que ninguna de las partes formuló alegatos; y se dio por terminada la audiencia citando para resolver el presente asunto.
CONSIDERANDO
PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa es competente para conocer, substanciar y resolver el presente Juicio Contencioso Administrativo, conforme a lo dispuesto por los artículos 116, párrafo segundo, fracción V, párrafo primero de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1°, 2° y 7°, fracciones I y V, 9 fracción III, 24, 35, fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 2°, segundo párrafo, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y autoridades municipales de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.

SEGUNDO.- La existencia de los actos impugnados se encuentra demostrada, toda vez que en cuanto al recibo de entero del que derivan los conceptos de pago que la parte actora controvierte en su demanda obra agregado en original a foja 8 de autos por haber sido aportado anexó a la demanda; y respecto a la boleta de infracción impugnada la misma obra agregada en copia certificada a foja 47 del expediente en que se actúa, a las cuales se les concede valor probatorio pleno de acuerdo con el artículo 72 fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado.
TERCERO.- La Litis planteada en este juicio contencioso administrativo consiste en determinar si la boleta de infracción identificada con el número de folio B 480727 de fecha veintiuno de febrero de dos mil veintiuno fue emitida de manera legal o ilegal; así como si el recibo de entero AB1567570, en que se señalan los conceptos de cobro que derivan de la emisión de la boleta de infracción citada con anterioridad resulta legal o ilegal.
CUARTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al fondo del asunto.

A juicio de esta Segunda Sala Unitaria, la persona moral actora del presente juicio carece de interés jurídico para demandar la nulidad de la boleta de infracción identificada con el número de folio B 480727 de fecha veintiuno de febrero de dos mil veintiuno, razón por la que se estima que se actualiza la hipótesis de improcedencia del juicio prevista en la fracción II del artículo 228 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que conduce a decretar el sobreseimiento del presente juicio con base en la fracción II del diverso artículo 229 del citado Código de acuerdo con las consideraciones siguientes:

Los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en su fracción II, establecen:

“ARTÍCULO 228. Es improcedente el juicio ante el Tribunal contra actos:

(…)

II. Que no afecten los intereses jurídicos o legítimos del actor…”

“ARTÍCULO 229. Procede el sobreseimiento del juicio:

(…)

II. Cuando durante la tramitación del procedimiento sobreviniere alguna de las causas de improcedencia a que se refiere el artículo anterior…”

De lo dispuesto en los artículos antes transcritos se desprende que el juicio Contencioso Administrativo es improcedente ante el Tribunal cuando se controviertan actos que no afecten los intereses jurídicos o legítimos del actor, asimismo se desprende que cuando en la tramitación del procedimiento contencioso sobreviniere alguna de las causas de improcedencia a que se refiere el artículo 228 del citado Código procede el sobreseimiento del juicio.

Lo anterior encuentra relación con lo establecido en el artículo 221 del Código Procesal de la materia en el cual se establece que la personalidad o legitimación de las partes deberá ser analizada de oficio por las Salas.

Ahora bien, en el presente caso la demandante *********** ***********, por conducto de su apoderado legal el C. *********** ***********, acudió a promover juicio contencioso administrativo demandando “La nulidad del pago hecho por mi representada, la moral denominada *********** ***********., contenida en el recibo de entero AB 156750(sic)”, manifestando en su demanda de manera medular que ese pago lo había realizado bajo protesta, alegando su ilegalidad por no existir una boleta de infracción en la que constaran las razones, motivos y circunstancias que sustentaran los cobros hechos por las autoridades que había señalado como demandadas.
Asimismo, se advierte del apartado de descripción del acto impugnado de la demanda inicial que, la parte actora aduce que el pago efectuado lo realizó en razón de haber sido desposeída indebida e ilegalmente de un vehículo de su propiedad (sic), y con la finalidad de que no se siguiera consumando y le fuera reintegrada la posesión de dicho bien mueble. Y en el apartado de pretensión de su demanda así como en los antecedentes señalados en la misma se desprenden afirmaciones de que el vehículo marca *********** ********************** ********************** ********************** ********************** ***********, es propiedad de la sociedad accionante.
Así las cosas, hasta el momento de presentar la demanda, la parte actora manifestaba desconocer de la existencia y contenido de alguna boleta de infracción que diera sustento a los conceptos indicados en el recibo de entero expedido por la Tesorería Municipal el cinco de marzo de dos mil veintiuno.

Por su parte, al contestar la demanda el Titular de la Tesorería Municipal de San Luis Potosí, adujo que el pago descrito en el recibo de entero AB1567570, deriva de la boleta de infracción con número de folio B480727, emitida el veintiuno de febrero de dos mil veintiuno, de la cual anexó copia certificada para que se procediera a llamar como autoridad demandada a la Dirección de Policía Vial dependiente de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal.
Conforme a lo anterior, se advierte que en el acuerdo dictado el treinta de junio de dos mil veintiuno, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 236 fracción II, y 237 fracción IV del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se tuvo por contestada la demanda y se otorgó el plazo legal a la accionante para que ampliara su demanda en torno a que se introdujeron en juicio cuestiones que desconocía la actora al presentar su demanda.
Posteriormente, la parte actora acudió a formular su ampliación a la demanda, para controvertir la legalidad de la citada boleta de infracción exhibida por el Titular de la Tesorería Municipal, señalando como autoridades demandadas a la Dirección de Policía Vial dependiente de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal y al oficial de la Policía Vial que emitió la boleta descrita con anterioridad.

Bajo esas consideraciones, es de señalarse que resulta inconcuso que la parte actora compareció en el presente juicio detentando un interés jurídico al ostentarse con el carácter de propietario del vehículo marca *********** ********************** ********************** ********************** ********************** ***********, razón por la cual pudiere estimarse que en relación con el citado acto controvertido pudiere acreditar un interés jurídico por afectarse su esfera patrimonial con el retiro y retención del citado vehículo, no obstante ello, en el caso concreto y de acuerdo a las constancias que obran en autos no se desprende de manera fehaciente que la persona moral hoy actora sea propietaria del vehículo del cual derivan los conceptos de infracción establecidos en la boleta impugnada y que constituyen los mismos a que se refiere el recibo de entero inicialmente aportado en la demanda, en el cual, en los datos de identificación se advierte a un costado de la fecha la leyenda “TRANSITO MUNICIPAL”, y en la última línea del apartado concepto de pago se hace referencia específica al folio 00480727 B –que corresponde a la boleta impugnada-, el cual constituye un requisito indispensable para promover el presente juicio, según se expondrá en los razonamientos siguientes.

La parte actora fue contundente en indicar ser propietario del vehículo respecto del cual se emitió la boleta de infracción impugnada, sin embargo omitió anexar documental alguna para acreditar la propiedad del multicitado vehículo y por consecuencia su interés jurídico, pues en el caso únicamente exhibió las documentales siguientes:
· Original del Recibo de Entero AB 1567570, de fecha cinco de marzo de dos mil veintiuno, mediante el cual se reflejan los pagos efectuados por diversos conceptos de infracción que se relacionan con el folio 480727 B, en el que la cantidad total de pago indica $3,235.00 (tres mil doscientos treinta y cinco pesos 00/100 M.N.).

· Copia certificada del Acta Veintisiete, tomo cuarenta y seis, del protocolo de la Notaria Pública número 26, del Primer Distrito Judicial de San Luis Potosí, con la que se acredita el carácter de administrador único de la sociedad actora del C. *********** ********************** ***********, y sus facultades de representación legal de la citada sociedad.
· Copia certificada del formulario correspondiente al Registro Federal de Contribuyentes.

· Copia certificada del recibo de folio B1734794, por concepto de pago de Constitución de Sociedades Civiles y Mercantiles expedido por la Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí.

· Copia certificada del aviso notarial de autorización de escritura pública.

· Copia certificada del permiso para constituir una Sociedad Civil, expedido por la Secretaría de Relaciones Exteriores.

· Copia certificada de la constancia de inscripción al Registro federal de Contribuyentes.

· Copia certificada del aviso de actualización o modificación d situación fiscal, de diecinueve de agosto de dos mil nueve.
Así las cosas, una vez analizados dichos documentos esta Sala Unitaria los estima insuficientes para acreditar que la accionante es propietaria del vehículo, pues con ellos se acredita la existencia de legal de la sociedad accionante y la representación legal de la misma, así como que dicha sociedad fue quien cubrió los conceptos de pago a que se refiere el recibo de entero relacionado con la boleta de infracción con folio 00480727 B, empero, al acudir al presente juicio y durante el desarrollo del mismo omitió acreditar ser propietaria del vehículo infraccionado en la boleta de infracción con el número de folio B 480727 de fecha veintiuno de febrero de dos mil veintiuno, identificado con los datos: marca Y*********** ********************** ********************** ********************** ********************** ***********.
En tanto que una vez analizados en su conjunto los documentos probatorios antes señalados esta Juzgadora reitera que los estima insuficientes para acreditar el interés jurídico de la compareciente en el presente juicio, en virtud de que dichos documentos no generan convicción de que quien comparece en juicio a demandar la nulidad la boleta de infracción con el número de folio B 480727 de fecha veintiuno de febrero de dos mil veintiuno, sea propietario del vehículo infraccionado, por tanto, carece de interés jurídico para demandar la irregularidad del acto administrativo impugnado por que éste le genere una afectación en su patrimonio.

Se precisa lo anterior en virtud de que, ha sido criterio del Poder Judicial de la Federación que el medio idóneo para acreditar la propiedad de un vehículo lo constituye el documento denominado factura, pues en ella se hacen constar tanto la adquisición inicial como la cesión de derechos a posteriores adquirientes mediante el endoso, documento que no fue exhibido por la compareciente en el presente juicio.

Ahora bien, no obstante la precisión anterior, a mayor abundamiento, no puede escapar a esta Juzgadora la consideración de que pudiere existir el caso de que no se pueda exhibir dicha factura y dependiendo de una variedad de situaciones o circunstancias, únicamente se exhiba la carta factura u otros documentos, sin embargo, aquel documento, debido a su naturaleza –privada sin cumplir algún requisito legal para su expedición- el cual es expedido para determinada finalidad y vigencia de carácter limitado, carece por sí solo de valor probatorio pleno, aunque del mismo se pueda desprender un valor indiciario, el cual, necesariamente para adquirir eficacia probatoria plena debe ser adminiculado con otras pruebas, aunque estas tengan igual valor indiciario para corroborar plenamente al vincularlos en conjunto a la situación de propiedad que guarda el vehículo, sujetándose por supuesto dicha valoración a la fiabilidad de los hechos o datos conocidos, la pluralidad de indicios, la pertinencia y coherencia de los mismos.

Por tanto aun y cuando en el recibo de entero aportado por la accionante se indique que a favor de la misma se expidió tal recibo por haber cubierto los conceptos por los cuales se realizó el cobro y que se encuentran relacionados con la boleta de infracción impugnada, ello no implica un medio convincente para reconocer la propiedad que aduce la actora.

En esas circunstancias, el interés jurídico se establece conforme al texto del artículo 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado, que literalmente señala:

“ARTÍCULO 231. Sólo podrán demandar o intervenir en el juicio, las personas que tengan un interés jurídico o legítimo que funde su pretensión. 

Tienen interés jurídico los titulares de un derecho subjetivo, e interés legítimo quienes invoquen situaciones de hecho protegidas por el orden jurídico, tanto de un sujeto determinado como de los integrantes de un grupo de individuos diferenciados del conjunto general de la sociedad. 

En los casos en que el actor pretenda obtener sentencia que le permita realizar actividades reguladas, deberá acreditar su interés jurídico mediante la correspondiente concesión, licencia, permiso, autorización o aviso.”

De lo dispuesto en el artículo antes transcrito se desprende que conforme al mismo se reconoce que podrán demandar o intervenir en juicio las personas que tengan un interés jurídico o legítimo que funde su pretensión; estos dos supuestos distintos para demandar o intervenir en el juicio consisten en:

1. La posibilidad de que intervenga en juicio la persona que tenga interés legítimo, quien deberá invocar situaciones de hecho protegidas por el orden jurídico, tanto de un sujeto determinado como de un grupo de individuos diferenciados del conjunto general de la sociedad.

2. El interés jurídico reviste a los titulares de un derecho subjetivo, de ahí que la posibilidad de acudir con la pretensión de obtener sentencia que restituya en un derecho violado, se circunscribe al deber de acreditar el interés jurídico mediante la exhibición de la correspondiente documental que así lo demuestre.

Ahora bien, a raíz de la expresión de esos dos conceptos, conviene aclarar que el concepto de interés legítimo define al derecho de los particulares para activar la actuación pública administrativa en defensa del interés público y la protección del orden jurídico; en tanto que, el interés jurídico consiste en el derecho subjetivo de los particulares derivado del orden jurídico, que le confiere facultades o potestades específicas expresadas en actos administrativos, tales como infracciones, concesiones, autorizaciones, permisos, licencias, registros y declaraciones -sin que sea la única forma de acreditación de dicho interés, pero que para efectos del presente asunto esa otra forma se abordará posteriormente (afectación patrimonial)-. 

En tal sentido, el interés jurídico requiere ser tutelado por una norma de derecho objetivo (precisa de la afectación a un derecho subjetivo), el interés legítimo supone, únicamente, la existencia de un interés cualificado respecto de la legalidad de determinados actos, interés que proviene de la afectación a la esfera jurídica del individuo, ya sea directa o derivada de su situación particular respecto del orden jurídico.

En ese orden, y para el caso que nos ocupa se precisa que el interés jurídico implica la facultad o potestad de exigencia, cuya institución consigna la norma objetiva del derecho y supone la conjunción de dos elementos inseparables: a) una facultad de exigir; y, b) una obligación correlativa traducida en el deber jurídico de cumplir dicha exigencia. 

Las normas que tutelan al interés jurídico son susceptibles de generar derechos subjetivos en beneficio de personas determinadas; pueden ser individualizadas; de tal manera que se afecte inmediata y directamente el estatus jurídico de la persona; en cambio, las normas relativas al interés legítimo no tienen la capacidad de generar derechos subjetivos. 

El interés jurídico determina una posición distinta frente al orden jurídico, que aquella que tiene quien acude a juicio con un interés legítimo que defender, pues su propia finalidad es de acotar dos posiciones diferenciadas.

Tal interés jurídico supone la existencia de un derecho dentro de la esfera jurídica particular de un individuo, en cambio, el interés legítimo no supone una afectación directa al estatus jurídico, sino una indirecta, en la medida en que la persona sufra una afectación, no en sí misma, sino por encontrarse ubicada en una especial situación frente al orden jurídico que le permite accionar para obtener el respeto a su interés jurídicamente tutelado, aunque no goce de un derecho subjetivo reflejo individual.

Por lo tanto, respecto de actos de naturaleza administrativa como el controvertido, debe tenerse en consideración que quien aduce un interés jurídico en sentido estricto, parte de que una norma general se ha individualizado en su beneficio; de tal forma que cuenta con un derecho subjetivo, mientras que quien ostenta interés legítimo aduce la existencia de una norma que aún no se ha individualizado en su beneficio, pues simplemente lo coloca, como integrante de una colectividad, en la posibilidad de defender, en su beneficio.

En tales consideraciones, se estima que los documentos señalados en líneas que anteceden, no constituyen prueba plena conforme al artículo 75 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, para acreditar el interés jurídico de la demandante, pues analizados en su conjunto no configuran un valor probatorio pleno para demostrar que la accionante *********** **********************, es propietaria del vehículo con que se motivaron las infracciones establecidas a través de la boleta de infracción con el número de folio B 480727 de fecha veintiuno de febrero de dos mil veintiuno, dado que no exhibió documento alguno para acreditar la propiedad del vehículo, razones anteriores por las cuales se estima que se actualizan las causas de improcedencia y sobreseimiento establecidas en la fracción II de los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, y en consecuencia la limitante para analizar sobre la irregularidad del acto que se pretendió controvertir a través del presente juicio, en razón de que, quien compareció no acreditó la afectación a su interés jurídico, en razón de que la afectación que ese acto pudiere generar conforme a lo expuesto en la presente resolución se encamina al propietario del vehículo, sin que acreditara tener dicho carácter.

Resulta ilustrativa al criterio sostenido por esta Sala, en lo conducente, la tesis cuyo rubro y contenido se reproducen a continuación:

“CONTRATO DE SEGURO. PARA RECLAMAR LA INDEMNIZACIÓN RESPECTIVA, LA PROPIEDAD DEL VEHÍCULO PUEDE ACREDITARSE CON LA CARTA FACTURA, SIEMPRE Y CUANDO ESE INDICIO SE ENCUENTRE ADMINICULADO CON OTRAS PRUEBAS, AUNQUE TENGAN SIMILAR VALOR INDICIARIO. El documento idóneo para acreditar la propiedad de un vehículo es la factura, pues en ella se hacen constar tanto la adquisición inicial, así como la cesión de derechos a posteriores adquirentes (endoso). Sin embargo, existen casos en los que no es factible presentar la factura, sino únicamente la "carta factura", es decir, una constancia de compraventa expedida por la parte enajenante del vehículo, a favor del adquirente, cuya vigencia es limitada y suele usarse, mayormente, en las compras a plazos, en que se ha otorgado un crédito directo o en la modalidad de autofinanciamiento, para fines administrativos y tributarios. En este sentido, conforme a la jurisprudencia por contradicción de tesis 1a./J. 74/2011 (9a.), emitida por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubro: "CONTRATO DE SEGURO CONTRA DAÑOS A VEHÍCULO. LEGITIMACIÓN ACTIVA PARA RECLAMAR LA INDEMNIZACIÓN.", para la reclamación de la indemnización derivada del contrato de seguro, es necesario acreditar plenamente la propiedad del bien correspondiente, dado que sobre esa premisa la aseguradora podrá ejercer su facultad de subrogarse en los derechos y acciones que el asegurado tenga. En ese contexto, y para tal propósito, la carta factura, por su naturaleza de documento emitido por el enajenante sin satisfacer los requisitos legales exigibles, así como para una finalidad y vigencia limitadas, carece de valor probatorio pleno, aunque puede tenerlo indiciario, por lo que para adquirir eficacia probatoria requiere ser adminiculada con otras pruebas, aunque tengan similar valor indiciario, con el fin de ser robustecido, y conseguir la prueba plena, pues al vincularlos todos, se reflejará la situación que guardaba la propiedad del vehículo en un momento determinado. Consecuentemente, es de estimarse que los indicios podrán generar presunción de certeza respecto a la propiedad de un vehículo, lo cual está sujeto a la fiabilidad de los hechos o datos conocidos, la pluralidad de indicios, la pertinencia y la coherencia. 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 

Época: Décima Época. Registro: 2021212. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Tipo de Tesis: Aislada. Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 73, Diciembre de 2019, Tomo II. Materia(s): Civil. Tesis: I.3o.C.406 C (10a.). Página: 1031. 

(énfasis propio)

No escapa a las consideraciones de esta Sala que del propio acto administrativo impugnado pudiere desprenderse a manera indiciaria y con ello presumir la calidad de propietario de la hoy actora según lo que se hubiere expuesto en la misma y conforme a los documentos que se tuvieren a la vista durante su levantamiento, lo cual, a pesar de no ser el infractor directo le otorgaría interés jurídico para controvertir el acto conforme a lo que dispone el artículo 85 de la Ley de Tránsito del Estado que establece que los responsables por la comisión de las infracciones y, por tanto, acreedores a las sanciones a que se refiere el capítulo I del Título Décimo de dicha Ley, son los conductores y los propietarios de los vehículos con que se cometieron las infracciones, en su respectivo orden. 
Sin embargo, del simple análisis del acto impugnado en ampliación se puede advertir que la autoridad emisora en el apartado denominado “EL INFRACTOR” señaló la frase a quien resulte responsable y en el apartado “EL PROPIETARIO” la frase a quien resulte propietario, ello en razón de que, los hechos por los cuales se levantó consistieron según la propia boleta en la participación de un hecho de tránsito en el que resultó abandonado el vehículo por el conductor y sin poder constatar los datos del propietario con documento que se hubiere exhibido durante o previo a su levantamiento.
Finalmente, dada la improcedencia del presente juicio derivado de la falta de interés jurídico del accionante respecto de la boleta de infracción dada a conocer en la contestación a la demanda la pretensión de declaración de nulidad de los pagos impugnado (sic) hechos a favor de las autoridades hechos por la demandante y su devolución, realizados para la supuesta reintegración de la posesión del vehículo antes señalado, del que adujo haber sido desposeída, resulta inatendible en principio porque es necesario la existencia de un acto irregular por parte de la autoridad demandada que genere un daño al particular, situación que en el caso concreto no se demuestra por la accionante al no demostrar la propiedad que detentó tener en su demanda exhibiendo el documento idóneo para ello.

Dado que, por no señalarse elementos suficientes de estudio relativos a la acción u omisión irregular del Estado, que ataquen o den pie a estudiar por vicios propios de ilegalidad el acto en que se refleja el cobro, pues de la Litis que se integró en el presente asunto se puede advertir que como lo dijo la accionante el origen de los conceptos señalados en el recibo de entero el cual se expidió por la recepción de pago bajo las reglas que establece la Ley de Tránsito del Estado en sus artículos 92 y 95, deriva de un acto administrativo que se pretendió controvertir ejerciendo la garantía de audiencia en el presente juicio, sin que el interés jurídico sobre una afectación como propietario del vehículo motivo del acto que se pretendió impugnar se acreditase en autos, de ahí lo inatendible de dicha pretensión.

A mayor abundamiento, en caso de que la actora estimase ilegal el recibo de entero por vicios propios, es de indicarse por esta Juzgadora que dicho recibo no puede considerarse por sí mismo, un acto de autoridad para efectos del juicio de nulidad donde se reclama su ilegalidad por vicios propios.
Esto es así, porque no fue realizado directamente por la actuación de la autoridad, sino simplemente es el cumplimiento de la obligación a cargo del infractor o propietario del vehículo con que se cometió la infracción, supuesto en el que la autoridad señalada como demandada, no ha manifestado su voluntad con relación al cumplimiento de las obligaciones, ya que únicamente expidió el recibo de mérito como comprobante del cumplimiento de la obligación de pago a cargo del infractor que resultara responsable o de quien resultara propietario del vehículo, pero que al señalar el nombre de quien se impuso del pago no amerita propiamente un reconocimiento del carácter de propietario.

Por otra parte, de igual modo no podría decirse que el recibo de pago, constituye una determinación por parte de la autoridad demandada, toda vez que del texto del documento que constituye el recibo de entero de los conceptos detallados que dan origen a la presente controversia (foja 8) se desprende que si bien es cierto que la Tesorería del Ayuntamiento de San Luis Potosí, fue quien lo expidió, como se advierte de la parte superior del mismo, documental a la que es preciso otorgar valor probatorio en contra de las citadas autoridades demandadas, por lo que hace a la existencia del recibo mismo, en términos de la fracción I del artículo 72 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, de igual forma resulta cierto que dicha expedición obedece a que la hoy parte actora efectúo el pago de los conceptos de multa por infracciones descritos en el mismo recibo de motu proprio, sin que mediara requerimiento o acto coercitivo alguno por parte de dicha Autoridad demandada. 

Luego entonces el recibo de entero que originó el inició del presente juicio resulta ser una constancia, que acredita la entrega que realizó el accionante de una cierta cantidad de dinero, en cumplimiento de la obligación a cargo del infractor que resultase responsable o de quien resultara propietario del vehículo con que se cometieron las infracciones, lo cual no generaba a la accionante la obligación ineludible de acatarlo, lo que acontecería sólo en caso de que la autoridad, a través del procedimiento administrativo de ejecución, efectuara el requerimiento de pago; sin que sea óbice para esto, que el cálculo de la obligación tributaria lo efectúo la autoridad exactora, por ser quien cuenta con los tabuladores que le permiten realizarlo, pues hasta el momento de la emisión del pago de referencia, el gobernado tiene la facultad de cumplir o no con el pago correspondiente.

De ahí que si el comprobante de entero no fue realizado directamente por la actuación de la autoridad, es decir, sin la manifestación de su voluntad con relación al cumplimiento de la obligación a cargo del infractor o propietario, y únicamente expidió el documento de mérito como comprobante de pago, resulta incuestionable que el supuesto pago por virtud del cual se origina l acción del presente juicio no fue determinado por la Autoridad demandada, amén de que sean susceptibles de impugnarse.

Analógicamente, sirve de apoyo al criterio anterior, la Jurisprudencia que señala textualmente lo siguiente: 

Época: Novena Época 

Registro: 168248 

Instancia: Segunda Sala 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 

Tomo XXVIII, Diciembre de 2008 

Materia(s): Administrativa 

Tesis: 2a./J. 182/2008 

Página: 294 

TENENCIA O USO DE VEHÍCULOS. EL RECIBO DE PAGO RELATIVO NO CONSTITUYE UN ACTO DE AUTORIDAD PARA LOS EFECTOS DEL JUICIO DE AMPARO. "La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que el recibo de pago de un tributo no constituye un acto de autoridad para los efectos del juicio de amparo, pues lo único que acredita es la existencia de un acto de autoaplicación de la ley relativa. Asimismo, ha precisado que el recibo de pago del impuesto sobre tenencia o uso de vehículos solamente constituye el medio idóneo para acreditar el cumplimiento de la obligación correspondiente, pero no un acto de autoridad imputable a la autoridad fiscal. Conforme a lo anterior, las circunstancias particulares que hayan provocado el pago del impuesto indicado, consistentes en que al contribuyente, al acudir ante la autoridad a realizar algún trámite administrativo vinculado con la circulación del automóvil, se le haya determinado un adeudo por concepto de tenencia o uso de vehículos condicionando la prestación del servicio administrativo al pago correspondiente, en cumplimiento de la Ley del Impuesto sobre Tenencia o Uso de Vehículos, no desnaturaliza al recibo de pago en sí mismo, convirtiéndolo en esas circunstancias en un acto de autoridad para los efectos del juicio de amparo, sino que éste sigue conservando la naturaleza de un mero medio para acreditar el cumplimiento de la obligación tributaria. Lo anterior no implica desconocer que la negativa de la autoridad de proporcionar los servicios administrativos vinculados con la circulación de vehículos, por existir un adeudo relacionado con el impuesto aludido, así como la determinación del monto a pagar, son actos de autoridad para efectos del juicio de amparo."

 Lo resaltado es nuestro.

De lo anterior y contrario a lo aducido por la parte actora, no existe sustento jurídico para exigir de las señaladas autoridades el cumplimiento de los requisitos formales de fundamentación y motivación que para la legalidad de todo acto de autoridad prevé el artículo 16 de la Constitución Federal, toda vez que, en el caso a estudio, el acto reclamado no fue emitido por la autoridad en ejercicio de las facultades decisorias que les están atribuidas en la ley, que constituyen una potestad administrativa, y se traduzca, por tanto, en un verdadero acto de autoridad, cuenta habida que en atención a su propia naturaleza, el recibo de pago cuestionado únicamente tiene el carácter de documento idóneo para comprobar el cumplimiento de la obligación de pago de la sanción derivada de infracciones a la Ley o reglamento de tránsito correspondiente, porque no se trata de un acto unilateral a través del cual la autoridad señalada como responsable ejecutora, crea, modifica o extingue por sí o ante sí, situaciones jurídicas que afecten la esfera legal del particular, por tanto, en el caso se actualizaría la causal de improcedencia a que se refiere la fracción X, del artículo 228, del Código Procesal Administrativo para el Estado, acorde con lo dispuesto por la fracción II del ordinal 229 del mismo Código, razón por la cual se considera innecesario el estudio de los argumentos planteados por la causas de impedimento que para ello se han señalado, y en virtud de que no cambiaría el sentido de esta decisión.

Queda sustentado lo anterior por analogía al caso que nos ocupa, en el criterio pronunciado por el Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo del Séptimo Circuito, publicado en el Semanario Judicial de la Federación, en el Tomo X, Marzo de 1993, página 233, Octava Época, que a la letra dice:

CAUSALES DE IMPROCEDENCIA. CUANDO SU ESTUDIO ES INNECESARIO, ASÍ COMO DE LOS DEMÁS AGRAVIOS. Al estimarse que en el juicio de garantías se surte una causal de improcedencia y que debe sobreseerse en el mismo con apoyo en los artículos relativos de la Ley de Amparo, resulta innecesaria el estudio de las demás que se aleguen en el caso y de los restantes agravios, porque no cambiaría el sentido de la resolución. 

TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO.

Sin que sea obstáculo para la conclusión alcanzada que se hubiera admitido a trámite la demanda de la hoy parte actora, pues tal consideración constituye una determinación de trámite que por su naturaleza no causa estado, al ser producto de un examen preliminar del asunto, y que en un momento posterior 
–como en este caso, al momento de dictarse la sentencia correspondiente-, se reexaminara la procedencia del juicio, dilucidándose su improcedencia y por lo tanto su sobreseimiento.

Apoya lo anterior, el criterio (III Región)3o.8 A (10a.)., cuyos datos de localización y contenido se reproducen a continuación:

Localización: [TA]; 10a. Época; T.C.C.; Gaceta S.J.F.; Libro 11, Octubre de 2014; Tomo III; Pág. 2869. (III Región)3o.8 A (10a.). Registro No. 2 007 704

JUICIO DE NULIDAD. LAS SALAS DEL TRIBUNAL DE LO ADMINISTRATIVO DEL ESTADO DE JALISCO PUEDEN SOBRESEERLO SI ADVIERTEN QUE ES IMPROCEDENTE, NO OBSTANTE QUE LA DEMANDA HUBIERA SIDO ADMITIDA POR AUTO DE PRESIDENCIA.- No es obstáculo para declarar la improcedencia del juicio de nulidad, el hecho de que el Magistrado presidente de cualquiera de las Salas del Tribunal de lo Administrativo del Estado de Jalisco haya admitido la demanda correspondiente, pues el auto relativo es un acuerdo de trámite derivado del examen preliminar de los antecedentes del procedimiento que no causa estado y, por lo mismo, en un momento posterior puede válidamente reexaminarse la procedencia del juicio y, en su caso, sobreseer en éste.

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA TERCERA REGIÓN, CON RESIDENCIA EN GUADALAJARA, JALISCO.

Amparo directo 193/2014

Se enfatiza que lo aquí resuelto, no violenta los artículos 17 Constitucional, 8, numeral 1, y 25, numeral 1, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos; toda vez que la improcedencia del juicio contencioso administrativo que se plantea, no implica que se esté coartando el derecho de audiencia, acceso e impartición de justicia de la parte promovente; pues dichos derechos, no pueden llegar al extremo de considerar que el acceso a la justicia implica que las pretensiones del gobernado no tengan que respetar las formas y supuestos de procedencia establecidos en la ley para dar una respuesta jurisdiccional a dichas pretensiones.

Por tanto, la efectividad del derecho de audiencia, acceso e impartición de justicia, no implica soslayar las reglas de procedencia de los medios de defensa, pues ello, además de contravenir el principio de impartición de justicia pronta, desatendería los de equidad procesal y seguridad jurídica tutelados en los artículos 14, 16 y 17 constitucionales, debido a que la recurrente obtendría un beneficio no previsto en la norma e, incluso, contrario a ella, pues se pondría en duda la fuerza vinculante de los fallos y demeritaría la autoridad y credibilidad indispensables en los órganos encargados de administrar justicia, al inobservar las disposiciones legales que regulan el acceso a la protección de los derechos humanos.

Resulta aplicable el siguiente criterio cuyos datos de localización y contenido se reproducen a continuación:

Localización: [TA]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro XI, Agosto de 2012; Tomo 2; Pág. 1753. XVI.1o.A.T.5 K (10a.). Registro No. 2 001 299

DERECHO A UN RECURSO EFECTIVO, SENCILLO Y RÁPIDO, TUTELADO POR EL ARTÍCULO 25, NUMERAL 1, DE LA CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS. SU EFECTIVIDAD NO IMPLICA SOSLAYAR LAS REGLAS DE PROCEDENCIA DE LOS MEDIOS DE DEFENSA. El citado artículo y numeral, de observancia obligatoria en términos del artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, tutela el derecho que toda persona tiene a un recurso efectivo, sencillo y rápido, ante los Jueces o tribunales competentes, a fin de defender sus derechos. Al respecto, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha considerado, en distintas ejecutorias, que no basta que el recurso se prevea en la legislación interna del Estado o que sea formalmente admisible, sino que se requiere que sea idóneo para remediar la violación o agravio que ocasione el acto materia de impugnación; sin embargo, tal declaración no significa que no haya restricción alguna para acceder al recurso, lato sensu, ya que la propia Corte, al resolver sobre la extemporaneidad de una demanda, asumió que debe guardarse un justo equilibrio entre la protección de los derechos humanos, como fin último del sistema, y la seguridad jurídica y equidad procesal que garantizan la estabilidad y confiabilidad de la tutela internacional, por lo que, precisó que continuar con un proceso enderezado para lograr la protección jurisdiccional, estando de por medio infracciones manifiestas a las reglas procedimentales previstas, acarrearía la pérdida de la autoridad y credibilidad indispensables en los órganos encargados de administrar el sistema de protección de derechos humanos (Caso Cayara contra Perú, Excepciones Preliminares, sentencia de tres de febrero de mil novecientos noventa y tres, párrafo 63). Ahora bien, este Tribunal Colegiado de Circuito ha considerado al respecto que todo proceso está sujeto a reglas fundamentales relacionadas con el acceso a la justicia y, una de ellas, es la vinculada, en un aspecto negativo, con la preclusión, figura procesal que lleva a la clausura definitiva de cada una de las etapas del proceso y permite que las resoluciones judiciales susceptibles de impugnarse a través de los recursos o medios ordinarios de defensa adquieran firmeza si no se ejerce ese derecho o no se hace en la forma legal prevista. Por tanto, la efectividad del indicado derecho no implica soslayar las reglas de procedencia de los medios de defensa, pues ello, además de contravenir el principio de impartición de justicia pronta, desatendería los de equidad procesal y seguridad jurídica tutelados en los artículos 14, 16 y 17 constitucionales, debido a que el recurrente obtendría un beneficio no previsto en la norma e, incluso, contrario a ella, con lo que, siguiendo a la Corte Interamericana, se pondría en duda la fuerza vinculante de los fallos y demeritaría la autoridad y credibilidad indispensables en los órganos encargados de administrar justicia, al inobservar las disposiciones legales que regulan el acceso a la protección de los derechos humanos. 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO SEXTO CIRCUITO.

En efecto, el derecho fundamental de acceso a la justicia consagrado en el artículo 17 de nuestra Constitución, no tiene el alcance de soslayar los presupuestos procesales necesarios para la procedencia de las vías jurisdiccionales que los gobernados tengan a su alcance, como en la especie sería que lo que se pretende impugnar sea efectivamente de competencia de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, y que como consecuencia de ello pudiera pronunciarse sobre las pretensiones de la parte actora; pues tal proceder equivaldría a que los Tribunales dejaran de observar los demás principios constitucionales y legales que rigen su función jurisdiccional, provocando con ello un estado de incertidumbre en los destinatarios de esa función, pues se desconocería la forma de proceder de esos órganos, además de trastocarse las condiciones procesales de las partes en el juicio.
Refuerza lo anterior, el criterio Jurisprudencial No. 2a./J. 98/2014 (10a.), de la Segunda Sala de la Suprema Corte de la Justicia de la Nación, mismo que a la letra establece:

Localización: [J] ; 10a. Época; 2a. Sala; Gaceta S.J.F.; Libro 11, Octubre de 2014; Tomo I; Pág. 909. 2a./J. 98/2014 (10a.). Registro No. 2 007 621

DERECHO DE ACCESO A LA IMPARTICIÓN DE JUSTICIA. SU APLICACIÓN RESPECTO DE LOS PRESUPUESTOS PROCESALES QUE RIGEN LA FUNCIÓN JURISDICCIONAL.- Si bien los artículos 1o. y 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como el diverso 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, reconocen el derecho de acceso a la impartición de justicia -acceso a una tutela judicial efectiva-, lo cierto es que tal circunstancia no tiene el alcance de soslayar los presupuestos procesales necesarios para la procedencia de las vías jurisdiccionales que los gobernados tengan a su alcance, pues tal proceder equivaldría a que los Tribunales dejaran de observar los demás principios constitucionales y legales que rigen su función jurisdiccional, provocando con ello un estado de incertidumbre en los destinatarios de esa función, pues se desconocería la forma de proceder de esos órganos, además de trastocarse las condiciones procesales de las partes en el juicio.

De igual manera, por analogía, refuerza lo resuelto en el presente fallo, la jurisprudencia P./J. 21/2018 (10a.), del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, cuyos datos de localización y contenido se reproducen a continuación:

Localización: [J]; 10a. Época; Pleno; Gaceta S.J.F.; Libro 58, Septiembre de 2018; Tomo I; Pág. 271. P./J. 21/2018 (10a.). Registro No. 2 017 811

IMPROCEDENCIA DE LA VÍA EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. CUANDO LA DEMANDA RESPECTIVA SE HUBIERE ADMITIDO, EL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DEBE LIMITARSE A SOBRESEER EN EL JUICIO.- Conforme al artículo 8o., fracción II, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, es improcedente el juicio ante el Tribunal Federal de Justicia Administrativa contra actos que no le competa conocer a dicho Tribunal; de modo que si se demanda algún acto ajeno a su competencia material prevista en los artículos 14 y 15 de la Ley Orgánica que lo rige, la consecuencia necesaria, cuando la demanda respectiva se hubiere admitido, es que deba sobreseerse en el juicio, con apoyo en la fracción II del artículo 9o. del primer ordenamiento citado, acorde con la cual, procede el sobreseimiento cuando durante el juicio aparezca o sobrevenga alguna de las causas de improcedencia a que se refiere el artículo 8o. mencionado. Ahora bien, como ninguno de estos preceptos, ni alguno otro de la propia ley, disponen que al actualizarse la improcedencia –y el consecuente sobreseimiento en el juicio– también deba precisarse en la propia resolución cuál es, en su caso, la diversa autoridad a quien compete el conocimiento del asunto, se concluye que en estos supuestos el legislador estableció una causal sustentada en la improcedencia de la vía y, por ello, no existe obligación legal del Tribunal de señalar a qué otra autoridad han de remitirse los autos, ni debe esperar a que ésta decida si acepta o no la competencia, y menos aún condicionar la improcedencia del juicio hasta que se decida un posible conflicto competencial entablado con el órgano al que se le declinó competencia, a fin de que hasta este último momento se decrete la firmeza del sobreseimiento. En efecto, no deben confundirse las figuras jurídicas de la incompetencia y de la improcedencia de la vía, pues mientras la primera implica la apertura de un procedimiento para determinar qué órgano jurisdiccional se hará cargo de la demanda, ya sea porque una autoridad decline su conocimiento, o bien, pida a otra que se inhiba de ello; la segunda exclusivamente conlleva la determinación unilateral de rechazar la demanda porque ante quien se presentó carece de atribuciones para conocer de las pretensiones del actor, quedando a salvo sus derechos para hacerlos valer ante la autoridad que elija como la competente. En consecuencia, como la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo no dispone expresamente la apertura de un trámite competencial cuando se estime que el juicio es improcedente, porque el acto cuya nulidad se demandó no le compete conocerlo al Tribunal Federal de Justicia Administrativa, ante esta clara improcedencia de la vía, cuando la demanda hubiere sido admitida, dicho órgano jurisdiccional debe limitarse a sobreseer en el juicio, pues al carecer de facultades expresas para la apertura de un trámite competencial, hecha excepción de los conflictos originados al seno del propio Tribunal por razón de territorio, tampoco debe actuar en un sentido no autorizado por la ley, si se toma en cuenta que conforme al principio de legalidad sólo puede hacer lo que ésta le permite y, además, con ese proceder tampoco se restringen las defensas del actor, al contar con medios de impugnación a su alcance para combatir el sobreseimiento referido.

Contradicción de tesis 389/2016.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 123, de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º, fracciones I y V, 9º, fracción III, 35, fracción VIII y 42 párrafo segundo, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, así como también los diversos 228 fracciones II y X; 229 fracción II, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, SE RESUELVE:
PRIMERO.- Ha resultado fundada la causal de improcedencia invocada de oficio por esta Sala Unitaria, en consecuencia:
SEGUNDO.- Se sobresee en el presente juicio contencioso administrativo, respecto de la boleta de infracción con número de folio
B 480727 de fecha veintiuno de febrero de dos mil veintiuno, de acuerdo con las consideraciones, fundamentos y motivos expuestos en el último Considerando de este fallo.

TERCERO.- Notifíquese personalmente a la parte actora y a través del buzón electrónico a las autoridades demandadas.

Así lo resolvió y firma, la Magistrada Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada María Olvido Rodríguez Vázquez, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado Juan José García Morales, que autoriza y da fe.- 
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.
Con fundamento en el artículo 110 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de aplicación supletoria al Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por disposición de su numeral 217, se hace del conocimiento de las partes que por acuerdo del Pleno de este Tribunal de trece de diciembre de dos mil veintiuno se determinó que la Magistrada María Olvido Rodríguez Vázquez, quedará adscrita a esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí.








